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LA POLICIA NACIONAL Y SU COMPROMISO CON LA 
PROTECCION DEL AMBIENTE Y BIODIVERSIDAD EN 
EL POSCONFLICTO COLOMBIANO 
José Ricardo Cortinez Pineda, Universidad Militar Nueva Granda 
RESUMEN 
En este trabajo investigamos la importancia de la Policía Nacional y su compromiso con la protección  
del  ambiente y su biodiversidad en el posconflicto colombiano. El nuevo escenario que se avecina le 
impone a la institución asumir nuevas responsabilidades por ser una entidad pública, que por razón de 
su misión y sus funciones en la protección del  ambiente y su biodiversidad debe estar a la vanguardia de 
la consolidación de la seguridad y convivencia ciudadana en las zonas del país donde se amenaza la 
diversidad biológica después de que se firme las negociaciones de paz con los diferentes grupos 
insurgentes como las FARC y el ELN. Debido a la elevada conflictividad social que se puede generar, 
aumentaría  las problemáticas ambientales existentes como la minería ilegal, el tráfico ilegal de fauna y 
flora, la deforestación, el maltrato animal poniendo en riesgo los ecosistemas vulnerables que existen en 
el país, precipitando la desaparición y extinción de estos ambientes, perjudicando a comunidades 
urbanas y rurales, es por esto que la Policía Nacional debe reorientar, consolidar, fortalecer su talento 
humano, sus capacidades educativas, preventivas y operativas, sus recursos financieros y logísticos con 
el fin de crear condiciones que propicien soluciones reales y tangibles a las problemáticas ambientales 
con el objetivo de generar comunidades y ambientes seguros y protección de la biodiversidad del país.  
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NATIONAL POLICE AND ITS COMMITMENT TO ENVIRONMENTAL 
PROTECTION AND BIODIVERSITY IN THE COLOMBIAN POST-
CONFLICT 
ABSTRACT 
Here we investigate the importance of the National Police and their commitment to protecting the 
environment and biodiversity in the Colombian post-conflict. The new stage is coming to the institution 
imposes new responsibilities to be a public entity, which because of its mission and functions in 
protecting the environment and biodiversity must be at the forefront of the consolidation of security and 
coexistence citizen of the country in areas where biological diversity after the peace negotiations with the 
various insurgent groups such as FARC and ELN firm is threatened. Because of the high social conflicts 
that can be generated, would increase the existing environmental problems such as illegal mining, illegal 
trafficking in wildlife, deforestation, animal abuse jeopardizing the fragile ecosystems that exist in the 
country, precipitating the demise and extinction of these environments, harming urban and rural 
communities, which is why the National Police should redirect, consolidate, strengthen its human talent, 
educational, preventive and operational capabilities, financial and logistical resources in order to create 
conditions foster real and tangible environmental issues with the aim of creating communities and safe 
environments and protect the country's biodiversity solutions. 
KEYWORDS: National Police, biodiversity, post-conflict, communities, protection. 
INTRODUCCION 
Colombia es reconocida como uno de los países de mayor diversidad biológica o biodiversidad a nivel 
mundial. Con una superficie continental menor al 1% de la extensión global, en el país se encuentran en 
promedio el 14% de las especies de vertebrados y de plantas vasculares conocidas. El bienestar, el 
desarrollo y la seguridad de la población humana están íntimamente ligados a la biodiversidad. La 
existencia, el bienestar y la convivencia cotidiana dependen de los bienes y servicios derivados de la 
biodiversidad. La diversidad biológica se define como la variedad de las formas de vida y se manifiesta en 
la diversidad genética, de poblaciones, especies, comunidades, ecosistemas y paisajes. La biodiversidad 
es el fundamento de nuestra vida cotidiana y esencial para el desarrollo de un país como Colombia, pues 
la supervivencia del ser humano y de otras especies depende de ella. En reconocimiento de estos hechos, 
en 1992 en la Cumbre de la Tierra más de 150 naciones firmaron el Convenio sobre Diversidad Biológica. 
Con este Convenio, los Estados se comprometieron a buscar la conservación de la diversidad biológica, la 
utilización sostenible de sus componentes y la participación justa y equitativa de los beneficios que se 
deriven de la utilización de los recursos genéticos. En Colombia, el Convenio de biodiversidad se ratificó 
mediante la ley 165 de 1994, convirtiéndose en la ley marco de biodiversidad. Además, Colombia ha 
ratificado numerosos tratados internacionales que se relacionan íntimamente con el tema, como las 
convenciones de Cites, Ramsar y el Tratado de Cooperación Amazónica. Este conjunto de instrumentos 
internacionales le proveen herramientas al país, para cumplir con los objetivos de conservación y uso 
sostenible de la biodiversidad (MinAmbiente, 1998). 
Por lo anterior y en cumplimiento a la constitución política colombiana en su artículo 218 “la Policia 
Nacional es un cuerpo armado permanente de naturaleza civil, a cargo de la Nación, cuyo fin primordial 
es el mantenimiento de las condiciones necesarias para el ejercicio de los derechos y libertades públicas, y 
para asegurar que los habitantes de Colombia convivan en paz.” Dentro de su misionalidad, la institución 
cuenta con un grupo especializado,  la Policía Ambiental y Ecológica, encargada de coadyuvar en el 
control y protección de la biodiversidad en el territorio nacional para garantizar un ambiente sano y en 
paz. Actuando en todo el país en circunstancias donde se vulneren los derechos colectivos del ambiente. 
Durante el proceso de paz que se adelanta en La Habana Cuba, entre el gobierno actual de Colombia y el 
grupo insurgente de las Fuerzas Revolucionarias Armadas de Colombia (FARC) las conversaciones 
tienen por objetivo terminar el conflicto armado y amenaza terrorista por más de 50 años  y con ello 
comenzar una fase posterior de construcción de paz entre todos los colombianos. Para terminar el 
conflicto se acordó discutir una agenda de cinco puntos sustantivos y uno de garantías bajo unas reglas de 
juego claras y con unos mecanismos de difusión y participación ciudadana. Hasta el momento se han 
logrado acuerdos en los puntos de “Política de Desarrollo Agrario Integral”, “Participación Política” y 
“Solución al Problema de las Drogas Ilícitas” En este marco, por primera vez en el país se acordó 
implementar un proyecto piloto de desminado conjunto para avanzar en la construcción de confianza y 
con el fin de contribuir a generar condiciones de seguridad para los territorios y sus pobladores (Oficina 
del alto comisionado para la paz, 2015).  
Al transcurrir los diálogos en la mesa de negociación han ido surgiendo nuevas problemáticas y desafíos  
una de ellas es el ambiente y la biodiversidad en el posconflicto, el país que tiene más de la mitad de su 
superficie cubierta por bosques naturales, muchos de ellos bajo la categoría de reserva forestal, y que ha 
sufrido los mayores embates de la violencia en su área rural, el reto no es exclusivamente desarmar a los 
grupos armados ilegales como las FARC y otros, sino lograr que la construcción de paz sea una 
oportunidad para desarrollar modelos sostenibles. Lo contrario equivaldría a la destrucción del patrimonio 
natural y al fracaso económico de las intervenciones, factores que podrían conducir a una sensación de 
frustración nada favorable para el país (Gutiérrez, 2015). 
Es por esto que la Policía Nacional a través de su cuerpo especializado de Policía Ambiental debe diseñar 
un plan integral institucional y de corresponsabilidad, con respuestas rápidas a las problemáticas 
ambientales que se generen en el posconflicto para atender los retos de planificación, monitoreo y control 
para la protección del ambiente, las comunidades y la biodiversidad. 
Este trabajo tiene como finalidad dar respuesta al planteamiento del problema y brindar un panorama de 
desorden público si no se tiene importancia al ambiente y a la biodiversidad en el posconflicto, 
respondiendo las siguientes preguntas: ¿Qué papel debe asumir la Policía Nacional y cuál es su 
compromiso y responsabilidad con la protección del ambiente y biodiversidad?, ¿ qué estrategias 
implementaría la policía ambiental para combatir los fenómenos criminales que amenacen la diversidad 
biológica?, ¿ cuáles son las problemáticas ambientales que más se presentarían en un escenario de 
posacuerdo en el territorio colombiano? Para así refutar y disminuir los factores que contribuyen al 
problema, de acuerdo a lo anterior la estrategia metodológica escogida fue la investigación holística, que 
aborda la comprensión de una realidad social estimulando la creación de un nuevo conocimiento, de tal 
manera que propenda por el aporte de soluciones a la problemática que se pretende estudiar. 
EL AMBIENTE Y BIODIVERSIDAD DE COLOMBIA QUE ESTA EN PELIGRO 
MinAmbiente (1998) realizo un  diagnostico en el cual se afirma que Colombia tiene una extensión 
continental de 114,174,800 hectáreas. Que representan aproximadamente 0,7% de la superficie 
continental mundial. En esta área se encuentra el 10% de la biodiversidad mundial, lo que convierte a 
Colombia en un país "megadiverso". 
De la extensión territorial colombiana, 53.2 millones de hectáreas están cubiertas por bosques naturales; 
21.6 millones por otros tipos de vegetación en áreas de sabanas, zonas áridas y humedales; 1.10 millones 
por aguas continentales, picos de nieve y asentamientos urbanos, y por lo menos 38.4 millones se 
encuentran bajo uso agrícola y otros procesos. Estas categorías generales de cobertura albergan una 
diversidad ecosistémica que es característica de Colombia. Dicha biodiversidad de ecosistemas se ha 
atribuido a factores como la localización altitudinal del país entre los dos trópicos, la variedad de 
condiciones edafoclimátícas que han llevado a una gran multiplicidad de espacios geográficos, y la 
existencia de espacios aislados por levantamientos topográficos. La diversidad ecosistémica del país es de 
tal magnitud, que no son muchos los ecosistemas que existen en el mundo que no estén representados en 
Colombia (MinAmbiente, 1998). 
Rodríguez, M. (2000) declara que  la diversidad ecosistémica está directamente relacionada con la 
diversidad de especies, nivel más usual para referirse a la biodiversidad y que representa el número de 
especies en un espacio determinado. A escala mundial todavía no se tiene una idea clara de cuántas 
especies existen. A medida que se ha avanzado en su inventario, se ha hecho evidente que la mayor 
cantidad de especies se encuentran concentradas en unos pocos países tropicales, llamados de la 
"megadiversidad" Éstos albergan hasta el 40% de todas las especies del mundo. La gran biodiversidad 
biogeográfica y ecológica de Colombia, así como la gran riqueza de especies de muchas comunidades 
bióticas, permiten suponer razonablemente que este país pueda contener una de las más altas diversidades 
de especies del planeta. 
En el inventario general realizado por diferentes estudios por parte del ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible y otros institutos se ha llegado a los siguientes apuntes sustraídos del diagnóstico 
(MinAmbiente, 1998) así: 
En el país se conocen alrededor de 35,000 especies de plantas vasculares. Esta cifra es muy alta para un país de 
tamaño intermedio. Si consideramos que toda África al sur del Sahara contiene cerca de 30,000 especies, y Brasil, 
que cubre una superficie 6.5 veces mayor que la de Colombia, posee 55,000. Colombia tiene entre 3000 y 3500 
especies de orquídeas, lo cual representa, según algunos investigadores, el 15% del total mundial. 
Otro grupo muy diverso en Colombia es el de las aráceas. Del cual el país tiene la flora más rica del mundo con un 
sexto de las 3.500 especies conocidas de esta familia. Del género Anthurium se ha estimado que en Colombia existe 
el mismo número de especies que en toda América Central. La mayor diversidad de esta familia de plantas poco 
estudiada se encuentra en la Cordillera Occidental. Hacia los 1.500 m.s.n.rn., en las zonas con mayor precipitación, 
en la transición entre las selvas de las tierras bajas y las selvas premontanas. Otra familia muy rica en especies de 
este grupo en Colombia es la heliconiaceae (platanillos. helicóneas).  
En cuanto a los vertebrados, Colombia ocupa el tercer lugar mundial con 2890 especies. Listas colombianas de 
mamíferos incluyen 454 especies de existencia confirmada dentro del país (más del 7% del mundo). De esta lista 
sobresale la gran riqueza de murciélagos (151 especies) y roedores (94 especies). De este último grupo, el género 
Oryzomys está representado por 18 especies y 10 más de posible ocurrencia en el país. 
Las 27 especies de primates representan un tercio de los de América Tropical y sólo es superado por Brasil, que 
tiene 55 especies. Según investigadores colombianos. En el país el Piedemonte Amazónico presenta la mayor 
riqueza de especies, con valores crecientes entre el Alto Guaviare (9 especies) y el Putumayo (13 especies). 
Otros grupos de especies bien representados en el país son las dantas, pues solamente en Colombia y en Ecuador se 
encuentran las tres especies de cantas de América (Tapirus bairdii, Tapirus terrestres y Tapirus pinchaque). 
Durante muchos años se ha afirmado que Colombia es el país del mundo con más especies de aves. Sus 1752 
especies de aves corresponden a cerca de 19% de todas las especies, 60% de las aves de Suramérica. De estas 
especies se estima que entre 55 y 60 son endémicas. 
Los reptiles también han sido objeto de inventarios exhaustivos en el país, con un número de 475 especies 
conocidas. Uno de los grupos zoológicos de mayor diversidad en Colombia es el de los anfibios. En este campo el 
inventario está muy lejos de ser concluido y en los últimos años cada entrega de una revista especializada incluye 
alguna descripción de nuevas especies de ranas en nuestro territorio. En la actualidad se tienen 583 especies de 
anfibios conocidas en el país. 
Los peces, a pesar de su gran importancia económica. Todavía son muy poco conocidos en nuestro territorio y 
existen extensas regiones, como la Amazonia y Orinoquia, donde los inventarios pueden aún aportar nuevas especies 
o especies todavía no registradas. Las aguas continentales de Colombia contienen cerca de las dos terceras partes de 
las cerca de 3000 especies de peces de Suramérica. 
 Dentro de los insectos, algunos grupos sobresalen por la diversidad y endemismo en Colombia. Entre las mariposas. 
Por ejemplo, el grupo de mariposas pardas (Satyridae, tribu pronophilini) presenta su mayor diversidad en los países 
andinos localizados entre Venezuela y Bolivia. Preferentemente en hábitats montanos entre los 1000 y 4000 metros, 
con algunas especies en las tierras bajas. En Colombia pueden existir hasta 3000 especies diurnas. De siete familias. 
Entre las cuales hay algunas endémicas, como Cissia ucumarensis yActinote iguaquensis. En cuanto a la Familia de 
los escorpiones, la Sierra Nevada de Santa Marta y la Cordillera Oriental pueden ser consideradas regiones de 
endemismos o áreas de refugio. 
Por lo anterior es importante que la Policía Nacional conozca los estudios, los diagnósticos que se tienen 
y han realizado diferentes entidades del estado acerca de la biodiversidad del país, con el fin de tener 
conocimiento detallado de las problemáticas que se pueden llegar a presentar en los ambientes. 
LA RELACION DEL AMBIENTE Y LA BIODIVERSIDAD CON EL CONFLICTO  
En agosto de 2012 se inició un proceso de diálogo entre el Gobierno Nacional y el grupo insurgente y 
terrorista de las FARC que derivó en el documento “Acuerdo General para la terminación del conflicto y 
la construcción de una paz estable y duradera”, y donde se definió una agenda, a la fecha se tienen 
avances sustanciales en los puntos 1,2 y 3, que corresponden a desarrollo agrario, participación política y 
cultivos ilícitos, respectivamente. Se espera que la firma del Acuerdo permita llegar al fin de un conflicto 
armado que lleva cerca de 50 años, y cuyas expresiones y confrontaciones se han dado en gran medida en 
el espacio rural colombiano, por lo que trabajar en construcción de paz en Colombia implica considerar 
que es un país megadiverso (ONU, 2014). 
Colombia ocupa menos del 1% de la superficie terrestre del planeta, alberga más del 10% de las especies 
conocidas actualmente (MinAmbiente, 1998) y tiene más de la mitad de la superficie total del país 
cubiertas por bosques naturales, muchos de los cuales se encuentran bajo la categoría de reserva forestal o 
bajo otras figuras de ordenamiento ambiental del territorio (MinAmbiente, 1998). Considerando que las 
expresiones más recientes del conflicto armado se han dado en zonas con ecosistemas en buen nivel de 
integridad ecológica, alta biodiversidad y servicios ecosistémicos, y en algunos casos de gran fragilidad, 
Si bien es cierto que los ecosistemas han sido afectados directa e indirectamente por el conflicto armado 
campos, selvas y páramos “contaminados” con minas antipersona y municiones sin explotar; bosques 
arrasados para dedicarlos a cultivos de uso, cuerpos de agua destruidos por los efectos de las voladuras de 
oleoductos; ecosistemas enteros arrasados por la “minería armada o ilegal” (ONU, 2014). 
El conflicto en el país tuvo desde su inicio una dimensión ambiental y como la tierra no es el único 
recurso que ha estado en disputa, sino en general el uso de los recursos naturales (agua, madera, productos 
no maderables) según Rangel (1998) el ambiente físico ha tenido una gran importancia en la guerra de 
guerrillas. Para empezar, el entorno natural influye de manera determinante en la selección de la 
estrategia guerrillera, el ambiente juega un papel clave cuando en los inicios de la insurgencia el gobierno 
quiere hacer valer su supremacía política y militar para sofocar los primeros brotes insurgentes, y éstos 
optan por adoptar una estrategia de guerra prolongada que se ha extendido por más de 50 años. 
A través de la historia del conflicto armado, la insurgencia de las FARC y otros grupos armados ilegales 
presentan variaciones estratégicas y tácticas, en función de los procesos evolutivos de la misma 
confrontación. Variaciones que han recurrido a todo tipo de violencia ambiental, frente a la cual el país no 
logra entender debidamente. Aunque los ciudadanos todos los días se encuentran sujetos al tema de la 
guerra y sus violencias, pocos tienen una conciencia clara de su alcance y sus impactos. Muchos quieren 
seguir viendo la violencia actual como una simple expresión delincuencial, y no como una manifestación 
de problemas de fondo íntimamente ligados al orden político y social, Menos como algo ambiental 
(Correa, 2015). 
A partir de los años ochenta, principalmente el grupo de las FARC entró en el atractivo negocio del 
narcotráfico, incluidas todas las fases de su cadena productiva. El negocio de la marihuana, la cocaína y la 
amapola avanza rápidamente, propiciando una destrucción forestal en zonas selváticas, según Bernal & 
Paredes (2001) Se estima que por cada hectárea de coca sembrada se destruyen 4 hectáreas de bosque y 
para sembrar 1 hectárea de amapola se destruyen 2,5 hectáreas de bosque tropical. lo cual impacta 
directamente en la aparición de zonas erosionadas y la pérdida de hábitats faunísticos. Cerca del 60 % de 
los cultivos ilícitos se llevan a cabo en áreas recién deforestadas. Por ello, se estima que cerca de un 
millón de hectáreas de bosque natural han sido destruidas por los cultivos ilícitos en Colombia, además, el 
proceso de producción del clorhidrato de cocaína desecha anualmente alrededor de 370.000 toneladas de 
químicos que afectan significativamente los cursos de agua y la biota regional (OEA, 2013). 
A su vez, desde la década de los noventa, todos los grupos insurgentes  recurrieron a la siembra masiva de 
minas antipersona como mecanismo para tener control territorial y frenar el avance del Ejército Nacional 
y la Policía Nacional. Acto de guerra prohibido por el derecho internacional humanitario y que en 
Colombia ha causado entre 1990 y el 2015 un total de 11. 072 víctimas, de las cuales 1125 son menores 
de edad, 7 % niños y 23 % niñas; 2215 personas muertas y el resto lesionados; el 62 % de los afectados 
son militares y el 38 % restante población civil. Este flagelo ha sembrado incertidumbre y alto riesgo de 
movilidad en 694 municipios del país, es decir, en el 62 % del territorio, lo que ha propiciado el 
confinamiento local, el desplazamiento forzoso, el miedo al retorno y cambios en el uso y la apropiación 
del territorio. Además, los departamentos con mayor frecuencia de incidentes para el mismo periodo 
1990-2015 son: Antioquia (18 %), Meta (14 %), Caquetá (9 %), Arauca (6 %) y Bolívar (5 %) (Ejército 
Nacional, 2015). 
Otro aspecto de importancia últimamente son los atentados a los oleoductos y daños a las aguas a través 
de acciones terroristas, los atentados en el país a los oleoductos en los últimos veintisiete años han 
arrojado al medio natural un total de 4,3 millones de barriles, con el consecuente daño ambiental que ello 
implica   Entre los años 2000 y 2013 se han realizado 1827 atentados a la industria petrolera nacional, 
siendo los oleoductos Transandino, Caño Limón-Coveñas y Bicentenario los más afectados. Estos actos, 
paralelamente a la pérdida del hidrocarburo, contaminan ríos, quebradas, ciénagas y humedales, en los 
cuales mueren, en primera instancia, la ictiofauna, los macroinvertebrados y los anfibios, para luego 
afectar a los reptiles, aves y mamíferos de la región. Cuando los derrames caen en suelos arenosos, 
pueden infiltrarse y llegar a contaminar las aguas subterráneas, pero si ocasionan incendios, estos 
degradan la capacidad productiva del suelo, arrasan bosques, fauna local, y, debido a las altas 
temperaturas de sus vapores, se sabe que afectan la polinización de plantas y árboles. (Asociación 
Colombiana de Petróleo, 2014). 
El nuevo negocio que manifiesta Correa (2015) que atrajo la atención de las FARC  y otros grupos es la 
minería ilegal del oro, el tungsteno y el coltán. Estas actividades actualmente están destruyendo 
drásticamente flora, fauna, suelos, cauces de ríos y ocasiona concentraciones de contaminación del 
entorno natural y humano con cianuro (alta toxicidad), arsénico (cancerígeno) y mercurio (teratogénico).  
De igual forma las FARC por estar huyendo a la ofensiva de la fuerza Pública encontró en los parques 
nacionales naturales su mejor escondite, pues es prohibido hacer fumigaciones  y bombardeos en aquellos 
lugares según el consejo de estado, de acuerdo con el derecho internacional ambiental. Hoy en día, según 
el periódico el País (2014) Colombia cuenta con 58 áreas que conforman el Sistema de Parques 
Nacionales Naturales, de las cuales el 40 % tiene presencia de grupos armados; el 43 % se encuentran 
minadas; en el 33 % existen cultivos ilegales y el 21 % están siendo afectadas por la minería ilegal, esto 
demostrando el poco alcance que ha tenido el estado y sus instituciones a la hora de proteger y conservar 
la biodiversidad del país. 
ECOSISTEMAS VULNERABLES EN EL POSCONFLICTO 
Humedales 
A los humedales en Colombia se les ha reconocido su valor como ecosistemas estructurantes del territorio 
en diversas escalas temporales y geográficas por su integridad ecológica, de la que dependen la 
biodiversidad y los procesos ecológicos del ciclo del agua y de nutrientes, entre otros. Al mismo tiempo, 
los humedales hacen parte del acervo cultural del pueblo colombiano, siendo la gestión y manejo de estos 
ecosistemas aspectos intrínsecos para el desarrollo sostenible del país. Colombia es uno de los 163 países 
firmantes del Convenio Ramsar sobre humedales, el primer convenio intergubernamental en conservación 
y uso sostenible de estos ecosistemas que fue aprobado en febrero de 1971. El país ratificó este convenio 
internacional mediante la Ley 357 de 1997, y desde ese momento se han establecido diferentes acciones 
para la conservación y uso sustentable de los diversos tipos de humedales, incluidos cuerpos de agua 
naturales y artificiales. Se identifica que la superficie que corresponde a estos ecosistemas cubre 
aproximadamente 20 millones de hectáreas del territorio nacional representadas en ciénagas, lagunas, 
turberas, pantanos, madreviejas, sabanas y bosques inundados (Instituto Humboldt, 2015). 
Es por esto que el humedal es un tipo de ecosistema que debido a sus condiciones especiales permite la 
acumulación de agua (temporal o permanentemente) y que da lugar a un tipo característico de suelo y a 
organismos adaptados a estas condiciones, los humedales son vitales para la supervivencia humana. Son 
uno de los entornos más productivos del mundo, y son cunas de diversidad biológica y fuentes de agua y 
productividad primaria de las que innumerables especies vegetales y animales dependen para subsistir. 
 
Bosques  
Según MinAmbiente (1996) en su política de bosques estableció que En Colombia el 69% de la superficie 
continental es de aptitud forestal, pero sólo el 46% de dicha área está cubierta por bosques. Un buen 
porcentaje de las tierras incorporadas a actividades agropecuarias son de aptitud forestal, y su inadecuado 
manejo ha llevado a la pérdida de los nutrientes del suelo, la erosión y la alteración de las cuencas. 
Aunque no existe información precisa sobre la magnitud de la deforestación en el país, se estima que 
Colombia tiene una de las cinco mayores tasas de deforestación de bosque húmedo tropical en el mundo.  
En la mayoría de los casos se ha desconocido el potencial de uso del bosque, que además de ser hábitat de 
asentamientos humanos y proveer materias primas como madera, resinas, cortezas y semillas, contribuye 
al desarrollo económico y social del país, y presta otros importantes servicios ambientales como ser 
hábitat de la flora y fauna silvestre, proteger y regular las cuencas hidrográficas, evitar y mitigar la 
erosión de los suelos, y ofrecer posibilidades para actividades recreativas y turísticas.   
Las causas a las cuales se atribuye la deforestación en el país son, en orden de incidencia: la expansión de 
la frontera agropecuaria, la colonización, la construcción de obras de infraestructura, los cultivos ilícitos, 
el consumo de leña, los incendios forestales y la producción maderera para la industria y el comercio. 
Este orden de incidencia varía regionalmente, Factores de orden público como la violencia y el 
narcotráfico han acelerado los procesos de desplazamiento de grupos humanos hacia áreas de bosque. Los 
cultivos ilícitos han destruido miles de hectáreas de cobertura boscosa. Los ecosistemas amazónicos y 
andinos son los más afectados por las actividades ilícitas. Se calcula que por cada hectárea de coca 
sembrada se destruyen 2 hectáreas de bosque, y por cada hectárea de amapola se destruyen 2.5 hectáreas 
de bosque (El País, 2014). 
Paramos 
El Páramo es un concepto ecológico o biográfico que se refiere a zonas montañosas de los Andes 
Ecuatoriales Húmedos por encima del límite superior del Bosque, razón por la cual se considera como 
bosque de niebla y debido a su vegetación particular este bioma retiene y almacena agua superficial. La 
alteración de estos territorios genera problemas sobre el mantenimiento de la vida en el planeta, debido a 
que este bosque de niebla ayuda al fortalecimiento de la capa de ozono, el ciclo hidrológico, la pureza del 
agua, la fertilidad de los suelos y la conservación de la biodiversidad entre otras. Colombia posee el 49% 
de los páramos del planeta alcanzando una superficie de 1'932.987 hectáreas, ocupando aproximadamente 
el 1,7% de la extensión continental del país, aportando, entre otros, los servicios de abastecimiento de 
agua para el 70% de la población Colombiana. Situación que ratifica el carácter de este ecosistema como 
patrimonio natural de los colombianos, zona de protección de recurso y manejo especial de uso común, 
bajo la legislación colombiana (Charry & Delgado, 2012). 
Recurso Hídrico 
Por su localización geográfica, su orografía y una gran variedad de regímenes climáticos, Colombia se 
ubica entre los países con mayor riqueza en recursos hídricos en el mundo. Sin embargo, cuando se 
considera en detalle que la población y las actividades socioeconómicas se ubican en regiones con baja 
oferta hídrica, que existen necesidades hídricas insatisfechas de los ecosistemas y que cada vez es mayor 
el número de impactos de origen antrópico sobre el agua, se concluye que la disponibilidad del recurso es 
cada vez menor (ViceAmbiente, 2010). 
Según estimaciones del IDEAM, en promedio en Colombia la precipitación media anual es de 3000 mm 
con una evapotranspiración real de 1180 mm y una escorrentía medial anual de 1830 mm. Teniendo en 
cuenta lo anterior, del volumen de precipitación anual, 61% se convierte en escorrentía superficial 
generando un caudal medio de 67000 m3/seg, equivalente a un volumen anual de 2084 km3 que escurren 
por las cinco grandes regiones hidrológicas que caracterizan el territorio nacional continental, de la 
siguiente forma: 11% en la región Magdalena – Cauca, 5% en la región del Caribe; 18% para la región del 
Pacífico; 34% en la región de la Amazonia y 32% en la región de la Orinoquia.  
La riqueza hídrica colombiana también se manifiesta en la favorable condición de almacenamiento 
superficial, representada por la existencia de cuerpos de agua lenticos, distribuidos en buena parte de la 
superficie total y por la presencia de enormes extensiones de ecosistemas de humedales. Del volumen 
total de escorrentía anual, 1,81% se almacena superficial y temporalmente de la siguiente manera: 0,47% 
en pantanos, 1,30% en lagos naturales y, 0,04% en los páramos, constituyéndose en la oferta de 
almacenamiento ambiental que bajo ciertas condiciones racionales es utilizada, bien para otros usos 
productivos o para el funcionamiento de los sistemas naturales (IDEAM - MinAmbiente, 2001). 
PRINCIPALES PROBLEMATICAS AMBIENTALES EN EL POSCONFLICTO 
Son las situaciones que se vienen presentando y se intensificarían en un escenario de posacuerdo, 
ocasionadas por actividades, procesos o comportamientos humanos, económicos, sociales, culturales y 
políticos, entre otros; que trastornan el entorno y ocasionan impactos negativos sobre el ambiente, la 
economía y la sociedad. Poniendo en riesgo la megadiversidad del país, entre las más importantes y 
prioritarias son:  
Minería ilegal 
Según un informe preventivo sobre minería ilegal de la Procuraduría General de la Nación (2011) la 
minería es tan antigua como la nación misma, siendo una actividad que se practicaba desde mucho antes 
que existiera Colombia, pero a través de la historia, pasaron épocas y gobiernos y la actividad minera 
siguió y nunca se organizó, ni se formalizo oficial y debidamente, lo que provoco que el estado por su 
ineficiencia de los procesos y mecanismos de control, la industria minera tuviese un desarrollo 
desordenado e irregular durante todo este tiempo. 
En el mismo informe se manifiesta que la minería no tuvo importancia como si lo tuvo otros productos 
como la del café en innovaciones tecnológicas y de mercado, por lo que la minería principalmente la del 
oro se llevó a cabo con técnicas poco sofisticadas y mano de obra no calificada, tampoco se promovió un 
modelo exigente y de calidad en materia de educación. Además, las minas colombianas han estado 
ubicadas lejos de los centros urbanos, por lo que tampoco han promovido o motivado un desarrollo 
agrícola local, lo que significaba que la minería tenía poca importancia para la economía del país. 
Como la minería nunca se organizó a escala industrial y tecnificada, la pequeña minería se convirtió en 
uno de los sectores de mayor crecimiento de la industria minera en Colombia. Este crecimiento se dio a 
raíz de una disminución sustantiva de la inversión extranjera por parte de los países que entraron en 
guerra durante la primera mitad del siglo, pero se mantuvo gracias al desarrollo de legislaciones que le 
dieron prioridad al fomento de la minería de pequeña escala o tradicional como medida de protección a 
una fuente generadora de empleo relativamente estable, de manera que la pequeña minería ha venido 
creciendo en el país sin control alguno. Este organismo de control asume con desconcierto esta 
problemática así “El panorama es entonces el de la proliferación de la minería ilegal en el país lo que, 
aunado con un problema de orden social, potencializa la informalidad y el sub-desarrollo económico. La 
denominada minería ilegal, como es sabido, no solamente constituye un recto quebrantamiento de la ley, 
sino que, por lo demás, irradia efectos en distintos ámbitos como son el ambiental y el económico”. 
Villegas (2013) senador de la república en un informe de control político manifestó que la minería en 
Colombia en un alto porcentaje es ilegal. De 14 mil actividades mineras apenas tienen título minero el 
37%. Este es el resultado de la ausencia del Estado en el proceso de extracción de minerales. En este 
sector cada cual hace los que quiere, a pesar de que existe consagrado en el Código Penal, articulo 338, la 
conducta delictuosa "el que sin permiso de autoridad competente o con incumplimiento de la 
normatividad existente explote, explore o extraiga yacimiento minero o explote arena, material pétreo, por 
medios capaces de causar graves daños a los recursos naturales o al medio ambiente", así está el delito 
tipificado, pero no hay autoridad que haga cumplir las escasas normas. 
A esto hay que sumarle que los grupos armados ilegales entre estos las FARC, según informaciones de 
inteligencia puedan llegar a considerar la minería ilegal más rentable que el narcotráfico y que hoy 
podrían representar hasta el 20% de sus ingresos, según diferentes fuentes humanas y técnicas  se 
concluye que la relación de la insurgencia con la minería es variada y difiere según la región: por un lado, 
se asocian con los narcotraficantes que compran la producción a los mineros locales, incluso a precios por 
encima del Banco de la República, con el fin de hacerlos pasar como producción de minas de fachada y 
lavar así dinero. Por el otro, les cobran a los mineros de hecho y tradicionales en los sitios de explotación 
minera una extorsión. El cobro se hace mensual, ya sea con la exigencia de una parte de la producción 
bruta de la mina o una cuota por cada máquina o draga que use el minero. Así ocurre en el Bajo Cauca 
antioqueño. En el norte del Cauca, por ejemplo, las Farc están asociadas con mineros ilegales y obtienen 
sus recursos entre ganancias repartidas y extorsiones (Dipol, 2014). 
Diferentes operativos llevados a cabo por la fuerza pública da a entrever este negocio de las FARC, que 
muchos negociadores de esta organización terrorista que se encuentran en la Habana han negado, 
lanzando la culpa y la responsabilidad de la minería ilegal al gobierno y a las multinacionales mineras 
presentes en el país, es así como noticias RCN (2015) presentan la siguiente noticia: 
Operativo del CTI de la Fiscalía en coordinación con las Fuerzas Militares contra la compañía Acacio Medina de las 
Farc que realiza minería ilegal en los departamentos de Vichada y Guainía, en los Llanos Orientales. En el operativo 
fue capturada la jefe de finanzas del bloque guerrillero Arelis Pérez, alias 'Shirley', quién era la encargada de 
coordinar las extorsiones y vacunas a los operadores de minería ilegal en esa región. En la ofensiva contra este 
delito, donde los guerrilleros utilizan químicos como el mercurio para extraer el oro que afecta no solo al medio 
ambiente, sino también la salud de las personas, las autoridades incautaron armas, municiones, equipos de 
comunicación y dinero en efectivo. 
En otro informe especial la revista Semana (2014) afirma que para los ilegales es más rentable explotar 
oro que coca y que los departamentos más afectados por la minería ilegal, según la Dirección de 
Carabineros de  la Policía es Antioquia y Chocó. Pero la problemática está presente en Boyacá, 
Cundinamarca, Córdoba, Bolívar, Cauca, Nariño, Vichada y Guanía. El de mayor explotación y el más 
atractivo sigue siendo el oro. También toma fuerza el coltán, el niquel y el tungsteno. De igual forma se 
extrae de manera ilegal carbón y la graba o material de arrastre. Todos son vistos por algunos grupos al 
margen de la ley o particulares como un gran negocio, en especial el oro. Y que a través de estas 
estructuras donde están presentes las FARC, el ELN, las bandas criminales; como los ‘Rastrojos’, la 
‘Empresa’, el clan se los ‘Úsuga’ y particulares que tienen mucho dinero. Por lo general en donde está la 
explotación está la presencia de ellos, convirtiéndose en toda una cadena criminal.  
Cultivos Ilícitos 
Esta problemática ambiental tiene tendencia a incrementar en un escenario de posconflicto de acuerdo al 
último informe de Naciones Unidas a través de la Oficina contra la droga y el delito UNODC (2015), 
donde en unos estudios e investigaciones se monitoreo los cultivos de coca del año 2014, estudio 
terminado en julio del año 2015 donde arrojo los siguientes resultados nada esperanzadores:  
La producción potencial de cocaína paso de 290 toneladas métricas (tm) (249 tm – 330 tm) a 442 tm (345 tm – 540 
tm) en 2014, un fuerte incremento del 52,7%. La cifra de cultivos de coca en Colombia también sufrió un importante 
incremento al pasar de 48.000 ha en 2013 a 69.000 ha en 2014.  
Los cultivos crecieron fuertemente en dos Parques Nacionales Naturales: La Macarena y Nukak; ambos al oriente 
del país en el núcleo Meta – Guaviare. La coca también aumentó en Consejos Comunitarios de comunidades 
afrocolombianas y en resguardos indígenas. 
A pesar del incremento, no hay una expansión de la coca en nuevos territorios, el 84% de la coca identificada en 
2014 está a menos de 1 km de la coca 2013. Esto quiere decir que estamos frente a un incremento de área sembrada 
pero las comunidades afectadas deben seguir siendo las mismas. Estas comunidades, que históricamente han estado 
afectadas por la presencia de cultivos de coca, han encontrado nuevos incentivos para incrementar el área sembrada 
con coca. Los departamentos del sur de país (Nariño, Cauca, Putumayo y Caquetá) y Catatumbo constituyen el 
principal reto para enfrentar el problema de la producción de cocaína. Allí no solo se encuentra la mayoría de los 
cultivos de coca (73%) 
En conclusión se perdió la estabilidad que el país mantuvo entre años 2012 y 2013, esto debido a la 
disminución de la interdicción aérea como política antidrogas y la descontinuación por parte del estado al 
uso del glifosato por recomendación misma de las Naciones Unidas y sus organismos, si bien es cierto 
que el herbicida posiblemente contaminaba el ambiente en donde se utilizaba, ayudaba a mantener la 
reducción de los cultivos de coca y otros hasta su cancelación por parte del gobierno actual, esto refleja el 
informe de UNODC el aumento de producción de cocaína y el aumento de cultivos de coca, la presencia 
de estos cultivos en zonas de protección ambiental como lo son los parques naturales donde se tiene 
conocimiento de presencia de grupos armados ilegales como las FARC, el incremento en áreas y en 
poblaciones vulnerables e históricas de comunidades afrocolombianas y en resguardos indígenas. 
 
Tráfico ilegal de fauna y flora 
Colombia se adhirió mediante la ley 17 de 1981 a la Convención sobre el Comercio Internacional de 
Especies Amenazadas de Fauna y Flora Silvestres, CITES, lo cual significa asumir, entre otras cosas, la 
implementación de medidas de control efectivo sobre el tráfico ilegal de fauna silvestre. A pesar de este 
convenio y de la normatividad nacional creada para cumplirlo, como corresponde a la Ley 99 de 1993, el 
delito del tráfico continúa en aumento en nuestro país. 
Un estudio de Herrera (2009) manifiesta que una de las fallas que han llevado a esta trágica situación 
corresponde a la falta de voluntad política y de coordinación entre las entidades gubernamentales para 
controlar la actividad delictiva contra la fauna silvestre, como lo demuestran la ausencia de estadísticas 
actualizadas  y sistematizadas a nivel nacional  para poder diseñar estrategias efectivas. Otra deficiencia 
está en el desconocimiento de la ley y los procedimientos adecuados por parte de miembros de las 
autoridades administrativas, cuando los ciudadanos denuncian casos de tráfico o tenencia ilegal de 
especies silvestres o exóticas.  
LA POLICÍA NACIONAL Y LA PROTECCION DEL AMBIENTE Y BIODIVERSIDAD EN EL 
POSCONFLICTO 
Al hablar de posconflicto es necesario tratar de caracterizar ese escenario, sobre la base de experiencias 
recientes en otros países, para actuar desde ya, como lo está haciendo la Policía Nacional, a fin de 
garantizar que el esfuerzo de una estrategia que necesariamente compromete a toda la nación, no se vea 
frustrada en la fase de implementación de los acuerdos y la consolidación de la paz. El nuevo escenario 
que se avecina le impone a la institución asumir nuevas responsabilidades por ser una entidad pública, 
que por razón de su misión y sus funciones en la protección del  ambiente y su biodiversidad debe estar a 
la vanguardia de la consolidación de la seguridad y convivencia ciudadana en las zonas del país donde se 
amenaza la diversidad biológica después de que se firme las negociaciones de paz con los diferentes 
grupos insurgentes como las FARC y el ELN. 
Misión 
La Policía Ambiental es una especialidad de la Policía  nacional encargada de apoyar a las autoridades 
ambientales, a los entes territoriales y a la comunidad en general, en la defensa y protección del ambiente 
y la biodiversidad. Soporta su marco jurídico desde los acuerdos internacionales suscritos por Colombia, 
hasta los documentos internos reglamentarios de la institución, sus actividades las desarrolla a través de 
tres líneas de acción:  
Línea de control ambiental, la cual se encarga de orientar y ejecutar los planes y procedimientos 
encaminados a contrarrestar las afectaciones al ambiente  y a la biodiversidad. 
Línea de prevención ambiental, que se encarga de orientar las estrategias, programas, campañas y 
actividades de sensibilización, dirigidos a la comunidad y al personal policial en todo el territorio 
nacional. 
Línea de investigación criminal encargada de desarrollar las acciones de judicialización de los delitos 
ambientales. 
Historia 
la Policía Ambiental es una especialidad adscrita a la dirección de Protección y servicios Especiales 
creada desde el año 1993 mediante la ley 99 de 1993, que en su artículo No 101 hace referencia a que “la 
Policía Nacional tendrá un cuerpo especializado en la protección del ambiente y la biodiversidad, 
encargado de prestar apoyo a las autoridades ambientales con las funciones y acciones de control y 
vigilancia previstas por la ley” así mismo establece que el 20% de los auxiliares bachilleres de Policía 
seleccionados para prestar el servicio militar obligatorio, lo harán en la especialidad, preferiblemente 
quienes acrediten capacitación en el tema ambiental. 
Es preciso resaltar que en el transcurrir histórico e institucional, esta especialidad ya ostentaba una larga 
trayectoria desde el año 1938 a cargo de la división de servicios especializados de la Policía Nacional, 
desde entonces ya se cumplían funciones de dirigir y coordinar el servicio de Policía en aspectos 
ambientales. Durante 1993 y 1995 se formalizo la división de protección del ambiente y Ornato en la 
subdirección de Carabineros o Policía rural, lo que origino en el año 2001 la creación en la dirección de 
servicios especializados de un grupo de Policía Ambiental Y Ecológica al interior del área de programas 
especiales y así obtener el crédito como Área de Policía Ambiental  y Ecológica adscrita a la subdirección 
de servicios especiales de la Dirección de Protección y Servicios Especiales en el año 2009 resaltando aún 
más su importancia dentro de la institución.   
Actualmente la oficina central de esta Área se encuentra ubicada en la cuidad de Bogotá, desde donde se 
canalizan a través de las metropolitanas y departamentos de Policía, las incautaciones, capturas, delitos, 
contravenciones y acciones de prevención y control en materia ambiental, a través del sistema de 
información de tráfico ilegal de especies silvestres (SITIES) creado en el año 2008 como herramienta 
principal de seguimiento, consolidación y control de los requerimientos recibidos diariamente en la 
protección del ambiente y la biodiversidad a nivel nacional. Estas actividades son desarrolladas por 
profesionales de Policía capacitados en materia jurisprudencial y casuística ambiental, quienes lideran las 
acciones, programas y celebraciones de fechas ambientales entre otras durante todo el año. 
Finalmente el área también cuenta con la Unidad Investigativa de delitos contra el ambiente y la 
biodiversidad, en coordinación con la unidad Nacional de Fiscalías de delitos contra la diversidad 
biológica y el ambiente, que tiene como objetivo realizar operativos en todo el país orientados a la 
identificación, ubicación, y judicialización de personas dedicadas a realizar actividades que generan daños 
a la biodiversidad, tendientes al fortalecimientos de la especialidad, la convivencia y la seguridad 
ciudadana en todo el territorio nacional.  
PRINCIPALES ESTRATEGIAS DE LA POLICÍA NACIONAL EN EL POSCONFLICTO 
En un escenario de posconflicto se requiere un cambio de esa concepción, para identificar roles, definir 
responsabilidades y cumplir los deberes que a cada institución le señala la Constitución. En ese contexto 
le correspondería a la Policía Nacional asumir todos los procesos de la Protección del ambiente y 
biodiversidad así: 
Anteriormente se nombraron las tres líneas de acción, Prevención Ambiental, Control Ambiental e 
investigación criminal las cuales tienen sus diferentes programas respectivamente y enfocadas a un 
escenario de posconflicto así: 
Programa de organización comunitaria, dirigido a la comunidad de niños, niñas y adolescentes, 
estudiantes de instituciones educativas con el fin de incentivar a la protección del ambiente y la 
biodiversidad así como a participar en los grupos juveniles ambientales “amigos de la naturaleza” con el 
propósito de coadyuvar a generar espacios de discusión, conciencia promulgando una cultura ambiental y 
comprometiendo a la comunidad a ser agentes activos en el compromiso por el cuidado, respeto y 
preservación del ambiente. 
Programa de sensibilización y difusión ambiental, dirigido a sensibilizar a los miembros de la institución 
y comunidad en general, mediante la realización de talleres y otras experiencias pedagógicas que 
permitan generar actitudes positivas para la protección y conservación del ambiente y la biodiversidad, así 
mismo difundir a través de los medios de comunicación regional y local, las actividades realizadas por los 
grupos de protección ambiental, igualmente convocar y comprometer a la comunidad en la búsqueda de 
soluciones a los problemas ambientales de su localidad. 
Grupo juvenil amigos de la naturaleza, conformado por niños, niñas y adolescentes de primaria y 
secundaria de acuerdo a la población de las instituciones educativas, que realizan actividades lideradas 
por los grupos de protección ambiental y ecológica en benéfico del ambiente y la comunidad en general. 
Programa control al tráfico de la biodiversidad, tiene como propósito ejercer control y protección de la 
introducción, explotación, tenencia, transporte, trafico, comercialización, aprovechamiento, o benéfico de 
los recursos energéticos, microbiológicos de fauna y flora silvestre. 
Programa control al maltrato animal, consiste en el control y protección de los animales con el fin de 
neutralizar en todo el territorio nacional el sufrimiento y el dolor causado directa e indirectamente por el 
hombre, cualquiera sea el medio físico en que se encuentre, o vivan en libertad o cautividad de acuerdo a 
la ley. Su principal herramienta de acción son las patrullas de protección animal ubicadas en territorio 
nacional. 
Programa de control a la contaminación visual, son todas aquellas acciones tendientes a mejorar el 
desplazamiento y la visibilidad de las personas tales como publicidad exterior, disposición de escombros 
en vía pública, disposición de residuos sólidos y construcciones ilegales. 
Programa control a la contaminación de cuerpos hídricos, se realizan mediante actividades de control y 
disuasión para contrarrestar o neutralizar vertimientos ilegales a cuerpos hídricos (ríos, humedales, 
esteros, otros.) 
La unidad investigativa de delitos contra el ambiente y la biodiversidad fue creada por disposición de la 
dirección general de la Policía Nacional durante el año 2012, en cumplimiento de las funciones y políticas 
institucionales en miras a un escenario de posconflicto y en coordinación con la Fiscalía General de la 
Nación, tiene como objetivo realizar operativos orientados a la identificación, ubicación y judicialización 
de personas dedicadas a realizar actividades que generan daños a la biodiversidad y es el área que más se 
fortalecerá tras un posacuerdo. Esta unidad investigativa está conformada por un grupo operativo 
encargado de adelantar procesos investigativos judiciales, identificados en tres blancos, recursos flora y 
fauna, contaminación y daño a ecosistemas y un grupo de análisis encargado de realizar seguimiento y 
análisis a la información obtenida por el grupo de investigadores y asesorar al mando institucional en la 
toma de decisiones.  
Estrategia Integral contra la minería ilegal (EIMIL)  
Es de las estrategias más importantes de la Policía Nacional que se viene ejecutando, debido a que integra 
a todas las direcciones de la Institución y se enfoca a corto y mediano plazo abordando el tema de esta 
problemática en el posconflicto, la Policía ha manifestado que así como la Minería ilegal es la amenaza 
más grande a la seguridad del país, debido a que afectaría en todos los aspectos, económicos, sociales, 
ambientales y demás, por eso la institución elaboro una directiva operativa permanente No 001 DIPON 
donde se indican los parámetros de actuación Policial para la intervención integral contra la minería ilegal 
en el año 2014, como finalidad es definir las acciones y responsabilidades de carácter institucional que 
permitan afectar integralmente la cadena criminal de la minería ilegal, bajo un enfoque investigativo, 
operativo, de coordinación y corresponsabilidad en el marco y competencias de la policía nacional. 
desde el 2010 se puso en marcha la Unidad Nacional Contra la Minería Ilegal (UNIMIL) de los 
Carabineros y la Policía Ambiental que cuenta con 450 uniformados, los cuales trabajan con 22 fiscales, 
220 funcionarios de Policía Judicial y peritos de la Fiscalía. La finalidad es cerrarle la vía a los ilegales 
que ven el negocio en su forma de ganar dinero fácil. 
Los objetivos de la estrategia esta prevenir la atomización y mutación del fenómeno, la desarticulación de 
estructuras criminales, el fortalecimiento del control territorial y la acción integral del Estado.  
Entre sus componentes más importantes esta la Macro y Micro focalización de la Problemática en zonas, 
derivando en la influencia de los grupos armados ilegales en la minería ilegal, donde se tiene 
conocimiento que 50 municipios tienen presencia de crimen organizado como el clan Usuga y su 
principal fuente de financiación es la extorsión a la minería ilegal, en 17 municipios con presencia de 
ELN en zonas de minería ilícita y 51 municipios con presencia de FARC sobre actividades mineras,  
donde los Frentes 60, 38, 34, 18 y 29 ejercen con mayor priorización en minería ilegal. 
Por otra parte la cadena criminal de la minería ilegal se encuentra articulada por cuatro eslabones: 
exploración, montaje, explotación y distribución, a través de EIMIL se plantea atacar dicha cadena con 
iniciativas de carácter legislativo y de coordinación interagencial para garantiza así la intervención 
efectiva del estado. 
Para el cumplimento a mediano y pensando en un largo plazo de la EIMIL, se requiere el fortalecimiento 
y desarrollo de capacidades tecnológicas, técnicas, científicas y logísticas que permitan apalancar el 
desarrollo de actividades de inteligencia, investigación criminal, operativas y de control, encaminadas a la 
eliminación del fenómeno de la minería ilegal, asimismo propiciar canales de corresponsabilidad con las 
instituciones gubernamentales y autoridades político-administrativas comprometidas en la lucha contra 
esta problemática. 
Estrategia contra el maltrato animal  
La Policía Ambiental dará aplicabilidad a la reciente ley 1774 del 6 de enero de 2016, la cual modifica el 
código civil, la ley 84 de ·1989, el código penal, el código de procedimiento penal y se dictan otras 
disposiciones y cuyo objetivo es que los animales como seres sintientes no son cosas, recibirán especial 
protección contra el sufrimiento y el dolor, en especial, el causado directa o indirectamente por los 
humanos, por lo cual en la presente ley se tipifican como punibles algunas conductas relacionadas con el 
maltrato a los animales, y se establece un procedimiento sancionatorio de carácter policivo y judicial, es 
de anotar que anteriormente la ley normatividad existente era muy flexible con las personas que cometían 
maltrato animal en contra de sus mascotas y otros animales, causando la indiferencia de las autoridades y 
comunidad en general 
Lo novedoso de la ley contra el maltrato animal es agregarle un título al código Penal, “De los delitos 
contra los animales”, en donde se tipifican las conductas punibles en contra de los animales y se imponen 
sanciones de prisión de 12 a 36 meses (tres años), e inhabilidad especial de uno a tres años para el 
ejercicio de profesión, oficio, comercio o tenencia que tenga relación con los animales, Faculta a la 
Policía Nacional para retener de manera preventiva cualquier animal que se encuentre en situación de 
vulnerabilidad por parte de su dueño de manera injustificada y los dineros recaudados por las multas serán 
destinados a  las Juntas Defensoras de Animales de los territorios en donde se presenten las sanciones. 
Estos recursos se usarán exclusivamente para formulación, divulgación, ejecución y seguimiento de 
políticas de protección a los animales, campañas de sensibilización y educación ciudadana en esta 
materia. 
En lo que va corrido del año la Policía Ambiental ya ha realizado diferentes capturas por maltrato animal, 
Estos nuevos mecanismos ayudan a las autoridades a cumplir con rigor e inmediatez contra los delitos que 
se presentan como la siguiente nota periodística:  
Hasta tres años de cárcel y a pagar una multa de  hasta $41 millones podría ser sentenciado Rubén Darío Rojas 
Camacho por haber degollado un gallo y asesinado un perico australiano en su vivienda el barrio Unión de Vivienda 
Popular, en el oriente de Cali. Según la Policía, el hecho se presentó en medio de una discusión del joven de 18 años 
con su madre, quien llamó a los uniformados. En un momento de rabia y en presencia de la Policía, Rojas Camacho 
la  emprendió contra las mascotas, dieron a conocer las autoridades. De acuerdo con la Policía, el joven quedó a 
disposición de la Fiscalía 54, en la audiencia de legalización de la captura se le dictó  medida de aseguramiento por 
los delitos de maltrato animal y violencia intrafamiliar.   Este es el primer caso de maltrato animal denunciado  en la 
ciudad desde la entrada en vigencia de la Ley 1774 (expedida el 6 de enero de 2016), que cambió la definición sobre 
los animales en el Código Civil. Con esto, dejaron de ser tratados como cosas o bienes muebles y pasaron a la 
categoría de seres sintientes. (El País, 2016)  
 
 
Estrategia contra la caza y el comercio de especies silvestres 
El ministerio de ambiente y la Policía Ambiental vienen realizando acciones conjuntas con el fin de 
incautar fauna silvestre y capturar integrantes de bandas que se dediquen a este delito, según algunos 
datos de la Policía Ambiental muestran que el tráfico ilegal de flora y fauna es mayor en los 
departamentos de Sucre, Córdoba, Cauca, Magdalena, Bolívar, Cesar, Boyacá y Atlántico y consiste, 
especialmente, en la tala de árboles exóticos para vender su madera, como también el oso de anteojos, los 
tigrillos, aves, iguanas y tortugas son las cinco especies más afectadas. 
Para incrementar las acciones en contra de estas prácticas ilegales, el Ministerio de Ambiente y la Policía 
Nacional presentaron la creación de la Mesa Técnica Interinstitucional para el Control Ambiental, que 
tiene como objetivo facilitar la gestión para la defensa y el control ambiental en el país, así como 
organizar operativos contra el tráfico y la minería ilegal. De este grupo harán parte la Fiscalía General de 
la Nación, la Procuraduría y la Asociación de Autoridades Ambientales (el Tiempo, 2015) 
La policía viene identificando  la existencia de ciertas organizaciones que no solamente comercializan 
animales y plantas a nivel nacional, sino con propósitos comerciales a nivel internacional con la venta de 
especies exóticas, muchas de las cuales están en vía de extinción. Lo que convierte al tráfico de especies 
después del tráfico de drogas y de armas en el tercer lugar de mayor impacto económico y en este caso 
ambiental, siendo este un fenómeno que tiene un importante atractivo criminal para las bandas 
delincuenciales. 
CONCLUSIONES 
La diversidad biológica o biodiversidad es el fundamento de nuestra vida cotidiana y es esencial para el 
desarrollo de países como Colombia. La supervivencia del ser humano y de otras especies depende de la 
biodiversidad, en términos generales existen usos directos como alimentación, medicina, construcción, 
etc., y también indirectos, como turismo, productividad, caudales de agua. Combustibles fósiles, y otros 
Desde el 2010  la Dirección de Carabineros y Seguridad Rural junto a la dirección de Protección y 
Servicios especiales de la Policía vienen interviniendo a través de planes integrales en zonas focalizadas y 
afectadas para tratar de frenar a los grupos ilegales, quienes han encontrado  un negocio rentable la 
minería ilegal, incluso más que el tráfico de estupefacientes. 
El escenario de posacuerdo es esencial en poner en prioridad el cuidado y protección del ambiente y la 
biodiversidad, por tratarse del futuro del país, en temas económicos, sociales y ambientales. 
La conservación y el uso sostenible de la biodiversidad requieren un enfoque intersectorial y deben ser 
abordados en forma descentralizada, incluyendo la participación del Estado en todos sus niveles y de la 
sociedad civil. 
Una vez se termine el conflicto, la construcción de la paz requerirá de una activa participación de la gente 
en los territorios en ejercicios de discusión sobre la forma de implementar los acuerdos, donde se debe 
integrar la sociedad el estado con sus instituciones como también los combatientes que dejan las armas. 
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